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Novena época, Pleno, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, t. XVIII,  

agosto, 2003, tesis: P./J. 37/2003, p. 1373. 

MUNÍCIPES. LA LEGISLATURA ESTATAL CARECE DE FACULTADES PARA 

APROBAR SUS REMUNERACIONES (ARTÍCULO 115, FRACCIÓN IV, DE LA 

CONSTITUCIÓN FEDERAL, ADICIONADO POR DECRETO PUBLICADO EN 

EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 23 DE DICIEMBRE DE 1999). 

El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis de 

jurisprudencia P./J. 27/2000, publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XI, abril de 2000, página 818, 

determinó que el artículo 129 de la Constitución Política del Estado de Nuevo 

León, en cuanto impide a los Ayuntamientos de los Municipios de esa entidad 

federativa acordar remuneraciones para sus miembros sin aprobación del 

Congreso Local, no infringe el último párrafo de la fracción IV del artículo 115 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; sin embargo, el 

criterio anterior debe interrumpirse en virtud de la adición a esa fracción, 

aprobada mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 

23 de diciembre de 1999, en el sentido de que los recursos que integran la 

hacienda pública municipal se ejercerán de manera directa por los 

Ayuntamientos, o por quien ellos autoricen, por lo que la programación, 

presupuestación y aprobación del presupuesto de egresos del Municipio son 

facultades exclusivas de éste, para lo cual debe tomar en cuenta sus recursos 

disponibles, pues sostener que carecen de esa exclusividad en el ejercicio de 

sus recursos tornaría nugatorio el principio de autonomía municipal previsto 

en la Constitución Federal, de donde se concluye que la Legislatura Estatal no 

se encuentra facultada para aprobar las remuneraciones de los integrantes de 

los Municipios, por no encontrarse previsto en la referida fracción IV. 

 

Nota: Esta tesis interrumpe el criterio contenido en la jurisprudencia P./J. 

27/2000 citada, que aparece publicada con el rubro: "MUNICIPIOS DEL 

ESTADO DE NUEVO LEÓN. EL ARTÍCULO 129 DE LA CONSTITUCIÓN 

POLÍTICA DE DICHO ESTADO, EN CUANTO IMPIDE A LOS AYUNTAMIENTOS 

DE AQUÉLLOS ACORDAR REMUNERACIONES PARA SUS MIEMBROS SIN 

APROBACIÓN DEL CONGRESO, NO INFRINGE EL ÚLTIMO PÁRRAFO DE LA 

FRACCIÓN IV DEL ARTÍCULO 115 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL." 



 
 
 

  
 2 

 

 

 

 

A. MUNICIPIO Y EL ARTÍCULO 31 FRACCIÓN IV, CF 

 

Novena época, Segunda Sala, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

t. XXI,  enero, 2005, tesis: 2ª. X/2005, p. 611. 

TENENCIA O USO DE VEHÍCULOS. EL HECHO DE QUE LOS INGRESOS 

RECAUDADOS CON MOTIVO DEL PAGO DEL IMPUESTO RELATIVO, QUE 

ES FEDERAL, SE DESTINEN A CUBRIR EL GASTO PÚBLICO DE LOS 

ESTADOS O MUNICIPIOS, NO CONTRAVIENE EL PRINCIPIO DE DESTINO 

AL GASTO PÚBLICO CONSAGRADO EN EL ARTÍCULO 31, FRACCIÓN IV, 

DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. 

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis 

aislada 2a. CLXX/2000, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y 

su Gaceta, Novena Época, Tomo XII, diciembre de 2000, página 434, con el 

rubro: "COORDINACIÓN FISCAL ENTRE LA FEDERACIÓN Y LOS ESTADOS. 

EVOLUCIÓN DE SU REGULACIÓN AL TENOR DE LA CONSTITUCIÓN 

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS DE 5 DE FEBRERO DE 

1917 Y SUS REFORMAS.", estableció que a partir de la reforma constitucional 

de 24 de octubre de 1942, se modificó el Sistema Nacional de Coordinación 

Fiscal entre la Federación y las entidades federativas, fragmentándose la 

regulación constitucional de la facultad legislativa del Congreso de la Unión al 

normarse su distribución entre dichos niveles de gobierno, de manera general 

en la fracción X del artículo 73 de la Constitución Federal, y de forma 

específica en su fracción XXIX, marco que sirve de sustento al sistema que a 

la fecha, en sede constitucional, rige la coordinación fiscal entre la Federación 

y las entidades federativas. En ese contexto, el hecho de que los ingresos 

recaudados por el pago del impuesto sobre tenencia o uso de vehículos se 

destine a cubrir el gasto público de los Estados o Municipios, a pesar de ser 

un impuesto federal, no contraviene el principio de destino al gasto público 

consagrado en el artículo 31, fracción IV, constitucional, pues la misma 

Norma Suprema permite que los ingresos de la Federación obtenidos por vía 

de contribuciones se distribuyan a través del mencionado Sistema; además, 
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conforme al último precepto constitucional citado, el destino al gasto público 

significa sufragar necesidades colectivas que el Estado tiene obligación de 

cubrir, independientemente de que se trate de la Federación, entidades 

federativas o Municipios. 

 

 

 

Novena época, Segunda Sala, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

t. XVI,  diciembre, 2002, tesis: 2ª. CLV/2002, p. 276. 

FEDERACIÓN, DISTRITO FEDERAL, ESTADOS Y MUNICIPIOS. SON 

PERSONAS MORALES QUE SE ENCUENTRAN OBLIGADAS A CONTRIBUIR 

PARA LOS GASTOS PÚBLICOS DE CONFORMIDAD CON LO DISPUESTO 

POR EL ARTÍCULO 31, FRACCIÓN IV, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. 

De conformidad con lo previsto en el artículo 31, fracción IV, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, son obligaciones de los 

mexicanos contribuir para los gastos públicos de la Federación, así como del 

Distrito Federal o del Estado y Municipio en que residan, de la manera 

proporcional y equitativa que dispongan las leyes. Ahora bien, la frase "... son 

obligaciones de los mexicanos contribuir para los gastos públicos ..." no se 

refiere únicamente a las personas a que hace alusión el artículo 30 de la 

propia Ley Fundamental, esto es, a los mexicanos por nacimiento o por 

naturalización, sino también a las personas morales, a quienes se les reconoce 

personalidad jurídica propia y que como sujetos del impuesto se encuentran 

obligados a cubrir su importe una vez que se ubiquen en alguna de las 

hipótesis normativas que prevén las leyes fiscales, en términos de lo dispuesto 

por el artículo 1o. del Código Fiscal de la Federación; por tanto, si la 

Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios son personas 

morales de conformidad con lo que establece la fracción I del artículo 25 del 

Código Civil Federal, aplicado supletoriamente a la materia tributaria en 

términos del segundo párrafo del numeral 5o. de aquel código, éstas se 

encuentran obligadas a contribuir al gasto público, en los términos que 

establezcan las leyes tributarias. 

 


